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Conflictos colectivos 

Derechos de trabajadores y empleadores

Una semana marcada por protestas y piquetes
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Domingo 4 de octubre de 2009 | Publicado en edición impresa  

En estos días estamos viviendo con crudeza el conflicto de Kraft, ex Terrabusi, una empresa multinacional que compró una gran compañía argentina y que ahora tiene que afrontar una huelga y medidas de acción directa por parte de los empleados. 

Pero más allá de los hechos, lo cierto es que parece no estar acotado o al menos mínimamente regulado qué se puede y qué no se puede hacer en un conflicto colectivo. Llamamos conflicto a una confrontación entre dos partes o sectores que se materializa por medio de acciones que buscan los objetivos que cada una de ellas pretende. En general son discusiones de poder entre los sindicatos y los empresarios. 

A lo largo de la historia argentina, los conflictos suelen agrandarse y al final uno no recuerda cómo empezaron y de quién fue la culpa. 

Claro que nadie pretende que los trabajadores sean esclavos o que los empresarios no inviertan, pero no pueden incluirnos a todos en todos los conflictos de los cuales ni usted ni yo somos parte. 

El derecho de huelga o de realizar acciones directas ha pasado por tres estadios a lo largo de su historia, la represión, la tolerancia y actualmente la protección. Nadie duda de que el derecho de huelga es un derecho que tienen todos los trabajadores de expresar su descontento con las acciones de los empleadores. 

Este derecho está consagrado en nuestra Constitución Nacional en el Art. 14bis, pero nunca se reglamentó, salvo para los servicios públicos esenciales, que deben garantizar un mínimo de prestaciones. Es decir, nunca se dijo qué se puede y qué no se puede hacer. 

Esto se ha dejado librado en primer término a la autoridad administrativa; es decir, al Ministerio de Trabajo nacional o su par local, en el caso de una provincia. Ellos serán los encargados de declarar legal o ilegal una medida de fuerza. En general ante una medida, el ministerio "llama a una conciliación obligatoria", a la que deben someterse las partes, y por un período de 15 días prorrogables por un período similar éstas deben deponer todas las medidas de fuerza y se declaran suspendidos los despidos. Pero si no se ponen de acuerdo en las charlas que mantienen los convocados por el ministerio, entonces se vuelve al conflicto. Es decir nada puede parar un conflicto colectivo, salvo la voluntad de las partes de negociar y ceder cada una para poder componer la relación. 

El derecho de huelga, y también los piquetes de productores agropecuarios, no tienen una forma de realizarse. Serán los tribunales los que tendrán que dar su perspectiva sobre qué se puede hacer. 

Aunque esto no nos garantiza demasiado, ya que el sentido común nos indica que ciertas acciones no son posibles de realizar. El problema es, como siempre, los niveles de poder que cada parte ostenta y la madurez que como sociedad vayamos adquiriendo. 

Desde ya éste no es un problema argentino, porque gracias a la globalización hemos podido observar cómo en países que tienen cierta reglamentación de la huelga se han visto desbordados por acciones directas (caso Iberia en España, que cada verano deja varadas a miles y miles de personas durante varios días en los aeropuertos). Son gremios o corporaciones fuertes que los gobiernos de todos los países deben tratar con cautela. Entendemos que cada vez más las organizaciones internacionales como la OIT van a delinear algunos parámetros para el diálogo entre trabajadores, empleadores y gobierno tendiendo a lo que hoy se quiere arribar como meta: el trabajo decente. 
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